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Sinopsis: el acercamiento al mundo de la prisión se ha hecho desde siempre desde un análisis interno de las personas que se encuentran dentro de prisión. El estudio “La realidad penitenciaria de la Comunidad Autónoma de Aragón” fue uno de los primeros estudios en nuestra Comunidad que realizaba no sólo un análisis de perspectiva interna sino también externa, identificando las causas sociales del delito, y la escasa respuesta social, pública y privada para atenuar las consecuencias no sólo del delito sino de la prisión en las personas ex reclusas. Aquel estudio, junto con otros a nivel nacional, demostraba el estrepitoso fracaso del sistema penitenciario actual para el cumplimiento de las finalidades que la Constitución española le encomienda, esto es la reinserción y la reeducación. La presente comunicación pone de manifiesto el agotamiento de este modelo, partiendo de la demostración empírica de aquel estudio, para concluir que quizás en estos tiempos convulsos, sería bueno que la agitación de la crisis sacudiera también los prejuicios para un cambio sustancial del modelo penitenciario, donde las personas y el compromiso personal de la ciudadanía, fuera el eje del sostenimiento de esas vidas castigadas de las personas en prisión. Ejemplos en España existen, y ya han acreditado su mayor eficacia y eficiencia, entonces ¿por qué no lo hacemos?

Mi aproximación a esta comunicación no puedo hacerla sino desde lo que soy y he vivido
. No soy sociólogo, ni me dedico al análisis exhaustivo y estadístico de la realidad penitenciaria en nuestra Comunidad Autónoma. Mi aproximación al mundo de la prisión se produce desde hace ya muchos años, desde un compromiso personal y ciudadano. Es por lo tanto desde ahí desde donde realicé las aportaciones al “Estudio de la realidad penitenciaria de la Comunidad Autónoma de Aragón”
 y desde donde ahora me expreso. En la actualidad, después de haber realizado muchas tareas como facilitador de procesos en la prisión de Daroca y Zuera, limito mi contribución a acoger a personas presas en mi casa durante sus permisos penitenciarios a través del proyecto “Confianza”
 que creamos hace seis años varias personas del entorno de iglesia de base en Zaragoza, y coordino la Asociación ¿hablamos?
 que creamos hace también seis años, y que se dedica a la mediación penal, penitenciaria y comunitaria en Zaragoza, es decir a la mediación entre víctimas de delitos y sus agresores, entre personas presas que han discutido entre sí, o simplemente a trabajar por el fortalecimiento de lazos comunitarios en los barrios de Zaragoza con el objeto de  prevenir conflictos violentos y penalizados.

Es por lo tanto desde aquí, desde una comprobación más cotidiana, más de andar por casa, desde donde me asomo a este balcón que me brindáis para poder contar las cosas del mundo de la prisión, seguramente con conclusiones similares, pero desde experiencias diferentes: no estadísticas, sino vitales, no irrefutables, sino cuestionables, …

Premisa o punto de partida

A nadie se le puede escapar hoy que la prisión despersonaliza y desocializa. Creo que esto ya no se puede negar en ningún foro que medianamente haya estudiado de manera seria los efectos de la prisión en la persona. Abundante literatura
 sociológica, psicológica y penal ponen el acento en esta realidad. Esa comprobación empírica desde diferentes disciplinas, es totalmente contrastable con la realidad cotidiana de quien convive con personas presas. Los daños emocionales, psicológicos, relacionales son evidentes: falta de autoestima, inhabilitación para la vida en libertad, orientación exclusiva hacia lo inmediato, falta de control,…son sólo algunas de las evidentes manifestaciones en la convivencia con personas presas tras la salida de prisión. El daño por lo tanto es, sí, cuantificable y medible.

La pregunta evidente es ¿cómo es posible que mientras que la Constitución Española
 habla de reinserción y reeducación como fin primordial de la pena, nuestro sistema penitenciario produzca como efecto contundente la desocialización y despersonalización?. La respuesta acepta pocos matices: el sistema no quiere cambiar, el sistema se mueve en una inercia pesada, burocrática, temerosa, e intencionada que evita que se apliquen en nuestras prisiones cambios contundentes de conceptualización de las instituciones penitenciarias, y por ende de gestión y de procesos de trabajo
.

Y ante esto podríamos preguntarnos ¿cómo es posible que el sistema quiera que su proceso penitenciario genere despersonalización y desocialización? Y una vez más la respuesta la encontramos en el propio origen y permanencia del sistema. El estudio “La realidad penitenciaria de la Comunidad Autónoma de Aragón”
 exponía de forma clara como el proceso de prisión no es más que un proceso de castigo y señalamiento de la pobreza más extrema y un sistema que alimenta los márgenes de una sociedad neoliberal que necesita, en la propia endogamia de su sistema, generar bolsas de pobreza sobre las que imputar la responsabilidad de los fallos del sistema. La cuestión no es baladí, ni de asociación simplista de modelos económicos. La cuestión viene de lejos, lo que ocurre es que, en cada momento, el sistema ha ido incorporando a la prisión un rol que la redefine, pero siempre en la misma dirección: la cárcel es el aparcadero de personas que no son útiles, eficaces, que no se acompasan con la mayoría, que son pobres… Evidentemente incluyo en esta afirmación la existencia indudable de dos tipos de responsabilidades, la individual y la social. La primera es a la que nos asimos habitualmente, y especialmente desde instancias más conservadoras en el mundo de lo penal, para señalar al individuo como única causa de la responsabilidad penal. La segunda, cada vez más extendida y aceptada, es la que nos habla de que todo delito tiene unas causas sociales que determinan también una responsabilidad social en el origen del delito. Desestructuración familiar, falta de empleabilidad, adicciones, salud mental…todos ellos son condicionantes sociales presentes en el origen del delito y que sin embargo no se abordan en la reacción al mismo. Pero siendo esto importante, lo verdaderamente relevante en este momento del análisis es que son estas causas sociales las que permanentemente se ocultan al gran público
, porque en el fondo son las que justifican al sistema, en nuestros días el neoliberal, y por lo tanto anclan el sistema penal y penitenciario en la necesidad de supervivencia del propio sistema.

Traeré aquí un breve resumen de cómo quedaba acreditado en aquel estudio, que el proceso de penalización y prisionización de las personas presas no es más que un proceso de regeneración de la pobreza, es decir, la prisión no sólo alberga en sus chabolos a los últimos de los últimos después de que un sistema control formal (policial, penal, judicial) y de control informal  (social) les ha señalado como clientes habituales de la prisión, sino que además es un elemento acelerador y regenerador de pobreza.









El ciclo sucintamente sería así: existen unos factores sociales que según el grado en el que se encuentren en cada persona actúan como un factor potenciador de la socialización o de la desocialización (escolarización, familia, acceso a recursos sociales, empleo, salud, etc). Cuando cualquiera de estos factores se encuentra por debajo de la línea óptima de existencia, deviene en un factor de exclusión. Esta situación no suele producirse de manera aislada, sino que se concentra en determinados colectivos de la población en los que la ausencia o bajo grado de estos factores se produce de manera masiva y colectiva. Frente a esta situación existen varias justificaciones (políticas, económicas, sociales) que llevan al tratamiento de estas carencias sociales desde una perspectiva penal. El Ordenamiento jurídico respondiendo a esos intereses lleva a mirar más intensamente determinadas conductas que se producen asociadas a la carestía en esos factores sociales que otras conductas desviadas. Así no es de extrañar que la conducta de los manteros, por ejemplo, haya sido durante varios años un delito, respondiendo así a la presión económica del lobby de las grandes multinacionales, mientras que el fraude o sociedades interpuestas de estas mismas multinacionales, u otras, no es a veces ni mirado por el Ordenamiento Jurídico y otras veces con respuestas punitivas irrisorias en comparación con las penas impuestas para conductas cometidas por personas en desestructuración social
. Así pues mirando más intensamente unas conductas sociales que otras, el Ordenamiento Jurídico está segmentando su población objeto de castigo, seleccionando casi de manera permanente el mismo colectivo de personas. Y ese colectivo no es otro que el socialmente desestructurado, el que desde una perspectiva de mercado no puede consumir (indigentes) , el que desde una perspectiva de orden público transgrede el orden establecido y convencional (ocupación pacifica de inmuebles, manteros…), el que desde una perspectiva de la salud muestra algún problema que lo saca del espacio de normalidad (personas con problemas de enfermedad mental que les lleva a cometer conductas tipificadas como delito, personas que delinquen para consumir), el que por su recorrido social se ve abocado a colocarse en el espectro social de la marginación y por lo tanto sujeto a las conductas punibles (tráfico de drogas por muleros), etc etc.

Para quienes duden de lo aquí planteado, echaremos un ojo al análisis estadístico de las personas en prisión, que por puro contraste, confirma lo hasta ahora dicho. En el caso de las aragonesas hablamos de un perfil de persona presa configurado por un varón (94,1%) entre 21 y 40 años (33,4% tienen entre 18-30 años, y 36,6 entre 31-40), español (60%), con una condena media de 8,3 años, condenado por un delito contra la propiedad (52,6%) o de tráfico de drogas (31,5%), con bajo nivel formativo (5,6% no saben leer ni escribir, 9,1% no tienen estudios, y 49% tienen formación básica reglada), con problemas de adicción (53% presenta algún problema de adicción), y con importantes problemas de salud mental (el 50% de las consultas de atención primaria tuvieron relación con deterioro salud mental).

La prisión se convierte así en un poblado cuyos habitantes pertenecen en su inmensa mayoría al estrato de la desestructuración social. Y allí, donde el mandato de la CE nos habla de la reinserción y reeducación, en realidad lo que se produce es una reproducción e intensificación de las bolsas de pobreza. Aún cuando nuestra política penitenciaria camina hacia ámbitos de mayor humanización y de trabajo personal con las personas presas, el error que inhabilita la práctica totalidad de esos esfuerzos, tiene su origen en el propio sistema carcelario. En este sentido, no abordaremos más este extremo, acudimos a todos los estudios ya mencionados para confirmar el proceso de despersonalización y desocialización que la cárcel, como institución total
 genera. Por lo tanto intentar desarrollar la personalidad y el empoderamiento de una persona en una estructura como la prisión es como plantear un antagonismo de difícil solución. Y lo peor de ese antagonismo, es que la no existencia de un verdadero logro en el proceso de reeducación y de reinserción, lleva sin duda a una acentuación de los factores sociales de exclusión, que se pondrán de manifiesto a la salida de prisión, en forma de generación de nuevas pobrezas.

Y es por eso que la reincidencia penitenciaria  es muy alta
: el 49% de la población penitenciaria en los CC.PP. de Aragón ha reincidido. Ahondando en estos datos podemos afirmar que el 57,7% de las personas que han reincidido vuelven a prisión en menos de dos años. Más alarmante aún, de la población penitenciaria reincidente de los centros aragoneses, el 31,5% han regresado a la prisión en un plazo máximo de 6 meses después de su última salida de la cárcel. 

Y el peor efecto de este círculo vicioso es que en realidad la reincidencia, prolongada en el tiempo, e intensificada por cada salida de prisión con la generación de nuevas pobrezas
, alcanza, como no podía ser de otra manera, a núcleos familiares enteros, produciendo así una regeneración de la pobreza en diferentes generaciones de una misma familia. Pobreza que engendra pobreza.

Alternativas a este sistema

Este panorama es desolador, y ciertamente desanima en cuanto a sus posibilidades de cambio, porque los problemas que lo hunden más y más, sin duda, son estructurales y por lo tanto de cambio lento y dificultoso. Ahora bien, la aportación de esta comunicación no es ahondar en el desánimo, sino más bien hacer emerger en medio de esta densa capa de tristeza y de resignación social, experiencias valiosas que ponen de manifiesto, más allá de voluntarismos, que otro modo de entender nuestro derecho penal y penitenciario son posibles. Cuando hablo de estas alternativas, en clave con la premisa de esta comunicación, no me voy a referir a cambios doctrinales o legales, sino a cambios provocados desde la vida, la vida de las personas que comprometidas con las personas en prisión, y fundamentalmente, buscando el beneficio vital de estas personas, nos descubren por la vía de la creencia incondicional en el ser humano, que es precisamente esa creencia la única que será capaz de romper esa gruesa capa de resignación, de inercia, y de inmovilismo que el sistema provoca y alimenta.

Estoy hablando de tres experiencias, calladas, anónimas, que jamás salieron en los periódicos, pero que desde una visión de la “intrahistoria” nos descubren con pasmosa perplejidad, que esa creencia incondicional en el ser humano es capaz de lograr lo que el sistema más opulento
 ni siquiera llega a rozar. Quizás estas experiencias, en estos tiempos de crisis, sean capaces de indicarnos un camino alternativo para mejorar la gestión del problema social de la prisión, y que no es otro que el roce, la cercanía, el dejarse tocar, el ponerse en horizontal y no en jerarquía, el querer, el creer, el apoyar, …y para quienes tengan el corazón encogido en este momento, les diré que cualquiera de las tres experiencias, pero especialmente una de ellas, han demostrado que suponen un ahorro de millones de euros a la Administración Pública y que revierten a las personas condenadas a la sociedad en verdaderas condiciones de reinserción y reeducación, asegurando así el pleno disfrute de su condición de ciudadanos y de ciudadanas.

Experiencia de la Coordinadora de Barrios de Madrid o cómo, incluso con personas que el sistema penal daba por perdidas, es posible la reinserción cuando, por encima de todo, se cree en las personas y en su perfectibilidad humana

Todo cuanto vamos a decir respecto a esta experiencia restaurativa se publicó en el año 2003 en un estupendo trabajo del Centro de la Coordinadora de Barrios de Madrid para los Estudios e Investigación Social (CCBEIS) titulado “Otros caminos para la seguridad ciudadana. Rehabilitación social de los indultados
”. Por eso, en todo cuanto aquí digamos mantendremos la literalidad clara y diáfana del estudio, puesto que poco más se puede decir respecto de una experiencia tan valiosa y profunda.

El documento está basado en la experiencia acumulada por la Coordinadora de Barrios a lo largo de catorce años de acompañamiento de 120 personas indultadas (60 durante el periodo 1989 – 1994 y 60 durante el periodo 1994 – 2002) que luchan por rehacer su vida, superar las drogas y la marginalidad, y que, finalmente, lo consiguen. La aplicación del indulto en los 120 casos por parte del Gobierno de la nación, ha supuesto, en la totalidad de los casos, eludir el ingreso en prisión, años después de cometidos los delitos y normalizadas por completo sus vidas. El proceso de trabajo es básicamente el siguiente: la persona condenada contacta con la Coordinadora de Barrios, se utilizan los dispositivos públicos oportunos para el tratamiento (centros terapéuticos, centros de día…), se logra la abstinencia, se consolida la maduración personal obteniendo como resultado estabilidad laboral y personal, como un miembro más de la comunidad. En ninguno de los 120 casos se ha producido reincidencia alguna. 

De acuerdo con el estudio “Otros caminos para la seguridad ciudadana. Rehabilitación social de los indultados”, “se puede concluir que el perfil medio del joven indultado se corresponde con un varón, perteneciente a una familia de clase media-baja, residente en barrio urbano de la periferia, con fracaso escolar y un nivel bajo de estudios, temprana iniciación en el consumo de drogas y escasa cualificación laboral. Es multirreincidente, y llevaba más de cinco años consumiendo varias drogas, fundamentalmente heroína”.

[image: image1.emf]
“Con este perfil medio podemos decir que el trabajo de la Coordinadora de Barrios consiste en apoyar la solicitud de indulto, en su tramitación y en constituirse en referente afectivo y efectivo para el seguimiento de la evolución de la persona indultada, y de esta manera no frustrar la expectativa de cambio que toda concesión de indulto supone”.

Tras la experiencia de catorce años y el éxito producido en los 120 casos, las conclusiones del estudio son las siguientes
:

1. “Con la legitimidad moral de haber acompañado durante muchos años a jóvenes excluidos desde diferentes Grupos de Seguimiento y Apoyo de la Coordinadora de Barrios, la conclusión fundamental que se impone como primera afirmación fundamental es que siempre es posible el cambio. El ser humano conserva dentro de sí un potencial capaz de ser despertado, por más que múltiples machaques lo adormezcan o pretendan aniquilarlo. Después de muchos años, podemos seguir afirmando, no sólo desde la experiencia, sino desde los datos: Toda persona es recuperable.

2. Para que este proceso sea posible y se cumpla el principio de perfectibilidad de todo ser humano, es preciso generar expectativas. El tejido social y los colectivos de base juegan un papel básico e insustituible en este aspecto. La recuperación es posible cuando hay acompañamiento afectivo y efectivo desde el propio entorno.

3. No pocas veces se requiere, además, la utilización de dispositivos específicos (programas terapéuticos). 

4. A través de los 120 casos estudiados, queda patente la viabilidad de alternativas a prisión, a través de fórmulas más eficaces, socialmente útiles, y económicamente menos costosas. Esperamos poder contribuir con este trabajo a mostrar no sólo como la rehabilitación del condenado es una orientación del sistema penal inexcusable, sino que se convierte en garante de seguridad ciudadana, mediante la activa neutralización de riesgo de nuevos delitos y, en no pocos casos, mediante el compromiso de reparación del daño a la víctima.

5. Queda demostrado que la multirreincidencia y los años de deterioro y consumo de drogas no constituyen una variable que permita, en modo alguno, formular por sí misma un pronóstico negativo. El apoyo solidario de los grupos de seguimiento y la incorporación, en su caso, del componente terapéutico han salvado, en la mayoría de los casos, una ecuación que se evidencia como falsa: multirreincidente = irrecuperable. De hecho, la inmensa mayoría de los casos estudiados eran multirreincidentes y drogodependientes con muchos años de adicción.

6. Faltaría por hacer un estudio económico de estos resultados. Si multiplicamos los 25.000 euros/año (a fecha de 2011, la estimación de coste es de 35.000 euros/año) que cuesta cada preso y los multiplicamos por los 120 indultados-rehabilitados, nos saldrían 3.000.000 de euros. Si esta cifra, a su vez, la multiplicamos por el número de años de prisión evitados con los indultos, nos salen bastantes millones de euros más. La más elemental comparación entre la cifra resultante y las subvenciones que recibe la Coordinadora de Barrios o  cualquier otro colectivo de base ahorra cualquier comentario.

7. Estamos convencidos de que, finalmente, se impondrá el sentido común y, al menos, por planteamientos utilitaristas y pragmáticos, llegaremos a idéntica conclusión: hay que plantearse un nuevo modelo de sistema penal que sea por lo menos útil y eficaz. Es preciso regular amplias alternativas a prisión sobre todo para personas en proceso o completamente rehabilitadas. Los indultos concedidos lo han sido, y se han mostrado más baratos y eficaces que la privación de libertad. Si queremos de verdad recuperar personas, hay que utilizar los instrumentos idóneos. El estudio deja bien clara la elocuencia de los logros cuando se consiguen al margen –gracias precisamente a ello- del aparato penitenciario, mediante una sabia conjunción de responsabilización del infractor (asumiendo el proceso terapéutico y la responsabilidad contraída), utilización de recursos y dispositivos terapéuticos públicos, y soporte social y afectivo por grupos del entramado social cercanos al infractor.”

Las familias
 de las personas presas como elemento acelerador de la reinserción
.

El sistema penal y penitenciario provoca en las familias de las personas presas efectos negativos que incrementan el impacto negativo y desestructurador de la prisión más allá de la afectación a las personas presas. Hablamos de lo que Marta Laguna denomina rol de las familias como sujeto pasivo del sistema penal y penitenciario, fundamentado especialmente en dificultades de tipo jurídica (comprensión de lenguaje y fondo de acciones legales); económicos (con un coste por desplazamientos y manutención más allá de sus posibilidades) psicológicas (ansiedad, estrés, angustia) y socio-familiares (pobreza vergonzante, ruptura familiar, asunción de roles incorrectos…)

Pero de la misma manera la familia ejerce un rol activo y positivo sobre las personas presas constituyendo este rol la condición de sujeto activo y de influencia en el sistema penal y penitenciario. Este rol se desempeña fundamentalmente a través de tres dimensiones:

· Acompañar: Existe, como hemos dicho, en el camino de la prisionización un proceso de desidentificación y desocialización por el que pasa una persona cuando accede a prisión. La falta de afecto y cariño o, simplemente, de alguien que te escuche, es la principal demanda y necesidad que solicita la persona privada de libertad El entorno afectivo se constituye como origen de la motivación principal para cambiar una actitud de abandono contra uno mismo, o de rebeldía contra la institución y hacer que su estancia en prisión tenga algún sentido, más allá de, sumisamente, ver pasar el tiempo. El mantenimiento de los lazos afectivos con el exterior es determinante para la supervivencia psicológica del preso y para la de sus familias.
· Personalizar: Las personas, cuando entran a prisión, ven desdibujado su perfil individual para pasar a ser un número de expediente más en el masificado mundo penitenciario, sobre todo, actualmente, con la política a favor de la construcción de macrocárceles. Debido a esta circunstancia, la dirección de las prisiones se ve obligada a orientar todos sus recursos hacia el control y la seguridad, convirtiéndose en objetivos prioritarios en detrimento de otros, como el tratamiento orientado hacia la reinserción social y laboral. Si a ello se añade la falta de recursos personales (tanto de tratamiento, como de vigilancia), los presos dejan de ser personas con nombre y apellido y pasan a ser un miembro más del rebaño al que hay que controlar y alimentar, porque no hay medios para hacer más. Es decir, no hay tiempo para establecer relaciones personales en el interior de la prisión.
· Tutelar: Otra de las capacidades de acción que poseen los entornos afectivos es la de tutelar a la persona en prisión para poder acceder a permisos y al tercer grado en semilibertad. La exigencia de una “aval” personal para poder disfrutar de permisos o una carta de “compromiso de trabajo” para acceder al tercer grado penitenciario, convierten a los entornos afectivos (familias y entidades sociales) en elementos determinantes de estas posibilidades penitenciarias. Quien no dispone de los mismos tiene un recorrido hacia la libertad más duro y complicado. Y no podemos olvidar que hay al menos un 10,4% de personas presas que  no tienen a ningún familiar, pareja o amigo de referencia a quién avisar o con quien comunicar en caso de ocurrir algún acontecimiento destacado, lo que supone desde el momento de su entrada en prisión una soledad con el exterior imposible de paliar.

Los tres roles de la familia, tutelar, personalizar y acompañar, devienen fundamentales para que las personas en prisión puedan avanzar en su reinserción
. La paradoja está en que como hemos visto, el estado social de estas familias es similar al de las personas presas, de manera que la resiliencia cobra aquí un papel fundamental. Mejorar el apoyo institucional dentro y fuera de prisión a estas familias sería crucial para poder garantizar un mayor éxito en la reeducación y reinserción de las personas presas, ya que está demostrado que aquellos que tienen el apoyo familiar transitan por su etapa de prisión con menores daños que aquellos que no disponen del recurso familiar. Y seguramente será, porque el cariño, la cercanía, el apoyo incondicional, la creencia en la persona, es el mejor acelerador de la reinserción de la persona tanto para progresar en una evolución positiva de reeducación y reinserción, como para atenuar los efectos perniciosos de la prisión: la despersonalización y la desocialización.
El proyecto Confianza, proyecto para acoger a personas presas durante el periodo de permiso penitenciario
 como propuesta de permeabilizar la vida cotidiana con las oportunidades de reinserción .

El proyecto Confianza es un proyecto que surge en el año 2006 de la mano de Pilar Monzón, la Comunidad Adsis de Zaragoza, y quien esto suscribe, basado en la intuición del Hno Roger de Taizé quien en una ocasión escribió “Si la confianza del corazón estuviera al principio de todo…si ella precediera toda acción, pequeña o grande,… tú irías lejos, muy lejos”

Este proyecto surge de la necesidad acreditada durante nuestros años de trabajo voluntario en la prisión de Daroca, de que determinadas personas no pueden disfrutar de permiso porque carecen de un “aval” que acredite que su estancia en libertad estará tutelada por una persona no presa. Cuando el entorno familiar ha fallado, cuando el entorno social vive en un país lejano, cuando la gravedad del delito cometido impide regresar a la ciudad de origen…el proyecto Confianza abre sus puertas para “avalar” con sus familias la estancia en libertad.

El proyecto Confianza siempre ha defendido que no es un recurso social, es una cuestión de relación, de amistad, de cercanía. No existe ningún tratamiento durante el permiso, no hay tampoco orientaciones por parte de trabajadores sociales y educadores sociales, aunque sí coordinación con IIPP. El entorno en el que se disfruta el permiso es nuestro entorno familiar, de amigos, de relaciones. Por eso, la persona que acude al proyecto Confianza participa de la vida de la familia que le acoge con normalidad, haciéndose corresponsable de las tareas de la casa, de las decisiones sobre el ocio durante el fin de semana, etc. Desde el primer momento, la relación se genera desde el corazón. 

El Proyecto Confianza ha acogido a lo largo de estos seis años a más de diez personas durante una serie continuada de permisos cada uno de ellos (desde uno a hasta dieciséis permisos con la persona que más hemos estado). Para todos y cada uno de ellos se ha generado una relación personal y familiar más allá de lo estrictamente “profesional”.  La evolución de estas personas ha sido desigual en su trayectoria personal y penitenciaria, pero para todos ellos se abrió una oportunidad que ha revertido en aliento y soporte durante el proceso penitenciario. 

Una vez más la cercanía, la creencia incondicional en el ser humano, la apuesta por las personas desde lo que uno es y tiene, parece ser un elemento adecuado para la humanización de nuestro sistema penal y penitenciario.

Conclusión

La justicia tiene que estar presente en lo local, el compromiso de la comunidad es básico para la prevención y reinserción, la familia y, en su defecto, el entorno socioafectivo de las personas penadas (entidades sociales comprometidas con el futuro de las personas, no empresas prestadoras de servicios) se constituye en un elemento potenciador de las posibilidades de reinserción, y que, finalmente, todo lo que tenga que ver con lo local, la proximidad, el trabajo de personas capaces de comprometer su existencia con la del otro, son y serán siempre mucho más rentables social y económicamente que el ingreso en prisión. Necesitamos nuevos modelos, nuevas culturas para afrontar la dinámica penal y penitenciaria. Quizás apostar de una vez por la calidez y la calidad humana, nos lleve a ser más eficaces, más eficientes, y más humanos en el abordaje del conflicto social que todo delito supone.
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